
 

 
What Is Media Policy? 
Philip M. Napoli1 
 
Este artículo ofrece una definición de política de medios y, a través de una discusión de áreas 
específicas de política pública, describe el alcance de la política de medios como un área de 
posible intervención gubernamental. Argumento a favor de una conceptualización de la 
política de medios más amplia que la que típicamente ha guiado el trabajo de los responsables 
de las políticas de medios del siglo XXI. También sostengo que ha habido una tendencia 
preocupante a aplicar un marco de políticas tecnológicas a contextos que serían mejor 
atendidos por un marco analítico de políticas de medios. El resultado ha sido un descuido de 
los principios básicos de las políticas de medios que se centran en cultivar una ciudadanía 
informada y garantizar que se satisfagan las necesidades de información de las comunidades. 
 
Palabras clave: política de medios; política tecnológica; diversidad; localismo; competencia; 
necesidades de información comunitaria 
 
En este volumen de The ANNALS, consideramos el legado de una investigación significativa y 
con visión de futuro sobre políticas de medios (Waldman y el Grupo de Trabajo sobre las 
Necesidades de Información de las Comunidades, 2011) y exploramos los problemas y 
preocupaciones que esta investigación puso en primer plano. Para empezar, vale la pena 
reflexionar y aclarar una pregunta más amplia que me hacen con sorprendente frecuencia: 
¿qué es exactamente la política de medios? A veces esta pregunta surge por pura falta de 
familiaridad con el campo y sus preocupaciones asociadas. Otras veces, refleja un esfuerzo por 
distinguir entre ámbitos políticos relacionados y/o que se cruzan, siendo la naturaleza de la 
superposición y la intersección entre la política de medios y la política tecnológica un ejemplo 
particularmente oportuno e importante. Con suerte, mi esfuerzo por responder a la pregunta: 
"¿Qué es la política de medios?" puede proporcionar un contexto útil para las otras 
contribuciones a este volumen. 
 
Con estos objetivos en mente, este artículo delinea no sólo lo que ha sido la política de medios 
sino también lo que debería ser. De hecho, el ámbito de la política de medios es un espacio en 
disputa, con diferentes interpretaciones sobre cuán amplia (o cuán estrechamente) debe 
definirse el campo. La forma en que se definen estos parámetros tiene enormes implicaciones 
para el grado en que los formuladores de políticas están empoderados para abordar los 
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desafíos más apremiantes de la actualidad relacionados con garantizar que se satisfagan las 
necesidades críticas de información de las comunidades. 
 
La respuesta a la pregunta “¿Qué es la política de medios?” depende en cierta medida de qué 
tan amplia o estrechamente se defina “medios” y en qué medida se piense que los cambios 
tecnológicos han abordado efectivamente los objetivos políticos que tradicionalmente han 
guiado a los responsables de las políticas de medios. Estos objetivos incluyen, entre otros, 
preservar/promover la competencia, garantizar la disponibilidad de una diversidad de puntos 
de vista y garantizar que al menos algunos proveedores de contenido operen bajo alguna 
noción razonablemente definida de servicio al interés público. 
 
Mi objetivo principal aquí es abogar por un enfoque interpretativo particular de la política de 
medios, uno que pueda aplicarse efectivamente a los desafíos y oportunidades presentes en 
nuestro panorama contemporáneo de medios digitales. Específicamente, este artículo rechaza 
las tendencias contemporáneas de limitar los parámetros de la política de medios a los 
“medios de comunicación de masas” tradicionales. Al hacerlo, exploro qué ha significado y 
debería significar exactamente el término “medios” en la política de medios en esta era digital. 
Un tema general de este artículo es que los cambios tecnológicos han creado condiciones y 
percepciones (erróneas) que han tendido a desviar la atención de los formuladores de políticas 
de las cuestiones y preocupaciones centrales de las políticas de medios, un patrón que ayuda a 
explicar algunos de los dilemas que actualmente enfrentan nuestros medios y ecosistema de 
información. 
 
El significado controvertido y alcance de la política de medios 
 
Los parámetros de la política de medios son un territorio en disputa. Esta sección explora 
algunas de estas nociones controvertidas sobre lo que es (y lo que no es) política de medios. 
Como punto de partida para este ejercicio, comenzaré considerando el término “medios de 
comunicación”. Medios es uno de esos términos que a menudo suponemos que tiene un 
significado claro y compartido, pero la realidad es más complicada. Quizás sea revelador que la 
Enciclopedia de Comunicación de Oxford (Nussbaum, s.f.) contenga 52 entradas con el término 
“medios” en el título (por ejemplo, “alfabetización mediática”, “propiedad de los medios”, 
“sistemas de medios”, etc.), pero ninguna entrada se centró en explicar el término “medios” 
por sí solo. 
 
La complejidad a la que aludimos anteriormente tiene que ver con cuán amplia o 
estrechamente conceptualizamos el término, particularmente dentro del contexto de la 
formulación de políticas. Esta flexibilidad conceptual se refleja en las dos definiciones que 
ofrece el Oxford English Dictionary: 
 
1. “Los principales medios de comunicación de masas (radiodifusión, edición e Internet) 
considerados colectivamente” 
2. “Forma plural de medio” (siendo la definición más relevante de medio “un medio por el cual 
algo se comunica o expresa”) 
 
La segunda definición es demasiado amplia, porque cualquier medio por el que se comunique 
o exprese algo la satisface. Nuestro enfoque de la política de medios no está (ni debería estar) 
determinado por algo tan ambiguamente trascendental. 
 
La primera definición, mucho más restringida, proporciona un punto de partida útil para 
considerar diferentes enfoques interpretativos de los contornos de la política de medios. En 
esta definición, la noción de “medios de comunicación” está explícitamente ligada al proceso 



 

de comunicación de masas y, por tanto, la noción de “medios de comunicación de masas”. 
Aunque se acerca más a cómo se han conceptualizado tradicionalmente los parámetros de la 
política de medios (como se discutirá), esta definición es, no obstante, problemáticamente 
estrecha. 
 
Dentro de este marco de definición, estamos hablando principalmente de los medios 
tradicionales de comunicación masiva, como la radio, la televisión y los periódicos. Sin 
embargo, desde el punto de vista de la formulación de políticas, los medios impresos han 
operado en gran medida fuera del ámbito de los responsables de las políticas. Una 
característica distintiva de la formulación de políticas de medios estadounidenses es que la 
medida en que el gobierno puede intervenir en la estructura y operación de un medio en 
particular es función tanto de las características tecnológicas de ese medio como de la medida 
en que esas características están asociadas con una mayor o menores grados de libertad de la 
Primera Enmienda (para una discusión detallada, ver Napoli y Graf 2021). Esta es una lata de 
gusanos que no abriré aquí, pero la conclusión clave es que los medios impresos, que operan 
independientemente de las licencias otorgadas por el gobierno (es decir, la radiodifusión) o los 
derechos de paso otorgados por el gobierno (por ejemplo, el cable/ sistemas de 
telecomunicaciones), han disfrutado de un grado de protección de la Primera Enmienda que 
ha impedido en gran medida el tipo de intervenciones gubernamentales que hemos visto en 
otros lugares. La ironía resultante es que, cuando la industria periodística estadounidense 
colapsó debido a dramáticos cambios tecnológicos y económicos (Sullivan 2020), la noción de 
que el gobierno quizás debería desempeñar algún papel en la estabilización y revitalización de 
la industria no se convirtió en un punto serio de deliberación política (ver, por ejemplo, 
Waldman 2020, 2021) hasta que este sector se convirtió en un caparazón de lo que alguna vez 
fue. 
 
La definición anterior de medios incluye Internet, aunque es importante reconocer que el 
grado en que las políticas relacionadas con Internet caen dentro del marco de la política de 
medios ha sido un punto de controversia. Vale la pena señalar, por ejemplo, que la Comisión 
Federal de Comunicaciones (FCC), la agencia gubernamental con autoridad sobre los “medios 
de comunicación masivos” como la radio y la televisión, ha buscado de manera bastante 
consistente colocar Internet fuera de los límites de su autoridad regulatoria. La FCC elaboró un 
informe completo dedicado a felicitarse por no extender su autoridad a Internet durante sus 
inicios, a pesar de haber tenido muchas oportunidades para hacerlo (Oxman 1999). 
 
Más recientemente, la supervisión intermitente (dependiendo del partido en el poder) de la 
FCC sobre la neutralidad de la red (el principio de que todo el tráfico de Internet debe ser 
tratado por igual por parte de los proveedores de servicios, sin preferencia por contenidos o 
servicios concretos) ha dependido de si se interpreta que la provisión de acceso a Internet 
entra dentro del ámbito de competencias de la agencia (Linebaugh 2022). En otras palabras, 
¿es el acceso a Internet un servicio de telecomunicaciones (sobre el cual la FCC tiene autoridad 
regulatoria) o es un servicio de información (sobre el cual no la tiene)? 
 
Para complicar aún más las cosas, la regulación de Internet como un mero servicio de 
telecomunicaciones esencialmente ignora hasta qué punto ha evolucionado hasta convertirse 
en algo más cercano a un servicio de medios electrónicos (por ejemplo, radiodifusión, cable, 
televisión/radio por satélite) y el sector del cable se ha convertido en el principal proveedor de 
acceso a Internet de banda ancha en el hogar. Los servicios de medios son supervisados por 
una oficina completamente diferente dentro de la FCC de la que supervisa los servicios de 
telecomunicaciones. 
 



 

Esta situación es indicativa de una tendencia amplia en la que las políticas relacionadas con las 
tecnologías de las comunicaciones que no encajan claramente en el paradigma tradicional de 
los “medios de comunicación masivos” han tendido a clasificarse bajo otras terminologías 
políticas, como política de telecomunicaciones, política de información y (más recientemente) 
la política tecnológica. En consecuencia, la mayoría de las deliberaciones políticas que tienen 
algo que ver con Internet (ya sea relacionadas con cuestiones de la brecha digital, la 
neutralidad de la red, la privacidad de los datos o la responsabilidad de las plataformas 
digitales) se han caracterizado como cuestiones de políticas de telecomunicaciones, 
información o tecnología. 
 
Este patrón se vuelve particularmente notorio cuando consideramos los cambios tecnológicos 
que han afectado el entorno mediático durante las últimas cuatro décadas. Primero, con el 
advenimiento de la “difusión restringida” y el posterior advenimiento de las “plataformas”, 
una porción cada vez más pequeña de nuestro ecosistema mediático encaja dentro de las 
nociones convencionales de política de medios. 
 
A medida que el entorno de los medios se volvió más “fragmentado” –un gran punto de 
atención en el discurso y los estudios sobre políticas de medios de las décadas de 1990 y 2000 
(ver, por ejemplo, Napoli 2003; Neuman 1991)–, un punto clave de discusión que surgió fue si 
las prioridades tradicionales de la política de medios, como la diversidad y la competencia 
(Napoli 2001), seguían siendo válidas (Napoli 2011). Por ejemplo, en un entorno mediático con 
cientos de redes de cable y millones de sitios web, ¿tenía sentido que los responsables 
políticos siguieran preocupándose por mantener límites a la propiedad de los medios de 
comunicación tradicionales? ¿Había socavado la tecnología el poder y la influencia de los 
guardianes de los medios tradicionales hasta tal punto que regular su tamaño y alcance era en 
gran medida irrelevante y tal vez incluso contraproducente para su supervivencia continua en 
un panorama más competitivo? En un entorno tecnológico en el que se habían reducido las 
barreras de entrada para producir y difundir contenidos (en gran medida gracias a Internet), 
¿era necesario que la FCC mantuviera sus esfuerzos para asegurar la disponibilidad de una 
diversidad de puntos de vista? La constante relajación de las reglas de propiedad de los medios 
durante las últimas cuatro décadas (Scherer 2021) deja claro cómo los formuladores de 
políticas respondieron a estas preguntas. 
 
De manera similar, a medida que las opciones de contenido disponibles para los usuarios de 
los medios se dispararon (gracias al aumento de la capacidad de los canales de los sistemas de 
cable/satélite y al auge de la World Wide Web), ¿tenía sentido seguir imponiendo diversas 
obligaciones de interés público a los medios de comunicación tradicionales y ¿obligarlos a 
proporcionar tipos de contenido que, presumiblemente, los usuarios de los medios podrían 
obtener a través de algunas de las muchas otras fuentes que estaban a su disposición? 
 
En este caso, la dramática reducción de las obligaciones de interés público para las emisoras 
de radio y televisión durante las últimas cuatro décadas nos dice cómo respondieron los 
formuladores de políticas a esa pregunta. 
 
Y finalmente, dado el grado en que este entorno mediático altamente fragmentado brindaba a 
los usuarios la capacidad de construir sus propias dietas mediáticas personalizadas, ¿tenía 
sentido imponer el tipo de restricciones de contenido que abordan características como la 
indecencia, la parcialidad, y la falsedad (todos puntos de enfoque de la regulación de los 
medios tradicionales) en medios más nuevos y fragmentados como Internet (Napoli 2019)? 
Dado el camino evolutivo que hemos visto en Internet, el rechazo por parte de la Corte 
Suprema (Reno v. American Civil Liberties Union 1997) de la mayor parte de la Ley de Decencia 
en las Comunicaciones (que buscaba imponer alguna regulación de contenido tipo 



 

radiodifusión en Internet) ofrece una vez más una respuesta clara: las prioridades tradicionales 
de la política de medios tienen un lugar cada vez menor en la era digital. 
 
Hasta ahora, la narrativa es la del declive de los “medios de comunicación de masas” y la 
consiguiente pérdida de prioridad de las preocupaciones políticas de los medios tradicionales 
(como la concentración de la propiedad, la diversidad de puntos de vista y la limitación de la 
difusión de contenido dañino/ofensivo) tanto dentro de los medios tradicionales como de los 
más nuevos. contextos. Esta despriorización se basó en el supuesto de que los cambios 
tecnológicos eran inherentemente capaces de lograr los objetivos para los cuales se habían 
diseñado las políticas de medios. 
 
Esta despriorización se ha amplificado en la era de las plataformas digitales, aunque por un 
conjunto diferente de razones. La retórica rectora aquí ha sido que los servicios de medios 
digitales –como los motores de búsqueda, las redes sociales y las plataformas de transmisión 
de video– no son medios, ante todo, sino que deberían considerarse tecnologías; y que las 
empresas que prestan estos servicios no son empresas de medios sino empresas de tecnología 
(Napoli y Caplan 2017). 
 
Robyn Caplan y yo hemos escrito extensamente sobre este marco interpretativo, sus 
motivaciones y sus repercusiones (Napoli y Caplan 2017). Como analizamos, esta retórica 
refleja el interés propio de las propias empresas, que obtienen una variedad de beneficios al 
ser consideradas ante todo como empresas de tecnología, evitando al mismo tiempo el tipo de 
obligaciones profesionales y regulatorias tradicionalmente asociadas con las empresas de 
medios. (Gillespie 2010; Napoli y Caplan 2017). Desafortunadamente, las autoridades se han 
apresurado a adoptar esta mentalidad, especialmente frente al tremendo valor que estas 
empresas han aportado a la economía. 
 
Digo "desafortunadamente" por varias razones. La primera es que este enfoque interpretativo 
está reñido con la realidad. Los motores de búsqueda, las redes sociales y las plataformas de 
streaming son diferentes de los medios de comunicación tradicionales en algunos aspectos 
importantes, pero increíblemente similares en otros. Al igual que los medios tradicionales, 
estas entidades se preocupan fundamentalmente por atraer la atención de la audiencia 
proporcionando contenido, incluidas noticias, y monetizando la atención de la audiencia, 
principalmente a través de la publicidad (Napoli y Caplan 2017). Muchas de estas plataformas 
tienen tamaños de audiencia que eclipsan a los de nuestros medios de comunicación 
tradicionales más dominantes en su apogeo (por ejemplo, las tres grandes cadenas de 
transmisión alrededor de 1975). Las plataformas de redes sociales dominantes hoy en día, 
como Facebook y TikTok, son verdaderamente el equivalente moderno de las emisoras del 
siglo XX (Napoli 2019), incluso si la dinámica de cómo seleccionan el contenido (empleando un 
modelo de publicar y filtrar en lugar de que un modelo de filtrar que publicar) son 
fundamentalmente diferentes. 
 
Sin embargo, el punto de vista predominante ha sido que la era de los “medios de 
comunicación” se ha convertido en una cosa del pasado y, por lo tanto, que las prioridades y 
principios políticos que caracterizaron la formulación de políticas en los medios de 
comunicación ya no son relevantes. Esta perspectiva ha demostrado ser particularmente 
equivocada (Napoli 2010). Los vídeos virales de TikTok, las campañas de desinformación a gran 
escala en las redes sociales y las plataformas de streaming digital cumplen irrefutablemente 
los parámetros de los “medios de comunicación de masas”, incluso si la naturaleza de cómo se 
produce y difunde el contenido ha cambiado. 
 



 

En retrospectiva, por supuesto, la perspectiva es de 20-20, y mirando hacia atrás ahora, es fácil 
ver los puntos ciegos en las representaciones optimistas, casi utópicas, de cómo la era digital 
desplazaría y mejoraría a la era de los medios de comunicación. La valoración que hace 
Negroponte de la inminente llegada del Daily Me (la publicación de noticias digitales 
completamente personalizada) en su libro de 1995 Being Digital (Negroponte 1995) se lee 
como miopía optimista desde nuestro punto de vista actual, en el que hemos sido testigos de 
los efectos nocivos políticos e incluso físicos de las burbujas de filtro y las cámaras de eco, 
como se refleja en eventos como la insurrección del 6 de enero de 2021 y la pandemia de 
COVID-19. De manera similar, una década después del trabajo de Negroponte, libros 
influyentes como Wealth of Networks de Benkler (2006) y Cognitive Surplus de Shirky (2011) 
anunciaron la llegada de una nueva y gloriosa era de creación de contenido descentralizada y 
democratizada, una era que ahora reconocemos que ha sido contaminada por la forma en que 
tantos creadores de contenido han aprovechado el modelo de publicar y luego filtrar para 
contaminar el ecosistema de medios con desinformación y discursos de odio (Napoli 2019). 
 
Esta desconexión entre la percepción y la realidad solo puede conducir a respuestas políticas 
equivocadas o, como ha sido el caso en este contexto, a falta de respuestas (Napoli 2021b). 
Desde este punto de vista, si hay una característica definitoria de cómo los decisores de 
políticas abordaron la evolución de nuestro ecosistema de medios durante las últimas tres 
décadas, ha sido su compromiso de no hacer nada que impidiera, ni siquiera levemente, el 
crecimiento económico y el desarrollo de estos medios digitales empresas/empresas 
tecnológicas (Kosseff 2019). 
 
El segundo problema con la adopción por parte de los formuladores de políticas de la 
mentalidad de empresa de tecnología, no de empresa de medios, es que ahora tenemos una 
situación en la que los dominios primarios donde las personas y las instituciones producen, 
consumen y comparten medios operan en gran medida fuera de los parámetros que guiaron la 
formulación de políticas de medios. En consecuencia, los valores y principios que han guiado 
durante mucho tiempo la formulación de políticas de medios están relegados a los márgenes 
de ámbitos para los que tienen una relevancia innegable (véase Napoli, 2019). 
 
En cambio, nuestro enfoque político ha adoptado el espíritu tradicional rector de la 
formulación de políticas tecnológicas, que es principalmente estimular y apoyar la innovación 
tecnológica (Sørensen 2013). La política tecnológica no suele preocuparse, por ejemplo, de 
garantizar que los ciudadanos tengan acceso a una diversidad de puntos de vista, o que 
tengamos un electorado informado, o que se satisfagan las necesidades críticas de información 
de las comunidades locales. Ahora, al contemplar un ecosistema de medios digitales sin 
barreras de seguridad significativas ni obligaciones de interés público impuestas a las 
empresas al mando, podemos comenzar a comprender por qué ha sido problemático permitir 
que este estrecho espíritu de política tecnológica guíe lo que debería verse como formulación 
de políticas de medios. 
 
Hacia una definición y parámetros de la política de medios 
 
La sección anterior defendió una definición sólida de política de medios que pueda satisfacer 
los criterios descritos anteriormente y, por lo tanto, guiar de manera efectiva el trabajo de los 
formuladores de políticas, los investigadores de políticas y los defensores de políticas en un 
momento en que el ecosistema de medios ha experimentado cambios sustanciales. Este no es 
el primer esfuerzo en este frente. La académica en política de medios Sandra Braman (2004) 
ha descrito la política de medios como centrada en “la libertad de expresión y la toma de 
decisiones participativa con respecto a las estructuras fundamentales de la sociedad” (179). 
Esta articulación, aunque concisa, carece de especificidad. Podemos aportar una mayor 



 

especificidad a esta definición si consideramos las áreas sustantivas clave que definen la 
política de medios y, en el camino, identificando algunas de las construcciones normativas 
centrales que determinan si las políticas de medios y los sistemas que pretenden afectar están 
sirviendo al interés público (ver McQuail 1992). Con estos fines, esta sección desarrolla la 
siguiente definición de política de medios: 
 

La política de medios se preocupa fundamentalmente por las intervenciones 
gubernamentales dirigidas a garantizar que el contenido, la estructura y las 
infraestructuras de los sistemas de comunicación mediados satisfagan las diversas 
necesidades de información y entretenimiento de las comunidades y minimicen los 
daños, de una manera que sea consistente con los principios de libertad de expresión. 

 
Como indica esta definición, la política de medios puede definirse en términos de tres áreas 
sustantivas de preocupación. Con la intención de incluir las cuestiones de política y los 
principios rectores que caracterizan el campo de la política de medios, estas áreas sustantivas 
son: contenido, estructura e infraestructura del ecosistema de medios e información. Se puede 
considerar el contenido como una formulación de políticas centrada principalmente en influir 
directamente en la naturaleza del contenido proporcionado por los medios de comunicación. 
La estructura se refiere a la formulación de políticas dirigidas principalmente a influir en los 
elementos estructurales de los mercados de medios, como las condiciones competitivas, los 
patrones de propiedad y las características relacionadas de los proveedores de contenido. La 
infraestructura se refiere a las tecnologías y redes de distribución mediante las cuales se 
difunde el contenido. 
 
Cada uno de estos puntos focales se describe con mayor detalle a continuación, de una 
manera que intenta proporcionar tanto un contexto histórico como ejemplos 
contemporáneos. Es importante destacar desde el principio que estas áreas sustantivas no son 
totalmente distintas. Las cuestiones de política de infraestructura influyen en cuestiones de 
contenido (Yoo 2005), al igual que las cuestiones de estructura (van der Wurff 2005). Por 
ejemplo, las políticas dirigidas al funcionamiento de las redes de comunicación pueden 
impactar indirectamente la naturaleza del contenido producido (Yoo 2005). Además, con 
frecuencia se han implementado políticas estructurales con la intención de impactar 
indirectamente el contenido y así eludir posibles impedimentos de la Primera 
Enmienda/libertad de expresión para esfuerzos más directos destinados a afectar el 
contenido. Por ejemplo, las políticas dirigidas a diversificar la propiedad de los medios de 
comunicación a menudo están motivadas, al menos en parte, por el supuesto de que una 
mayor diversidad de propiedad conduce a una mayor diversidad de contenidos (ver Napoli 
1999). 
 
También es importante enfatizar que esta discusión está centrada en Estados Unidos. Si bien la 
definición de política de medios expuesta anteriormente tiene el potencial de una aplicabilidad 
más amplia, también es cierto que la política de medios debe adaptarse a las características 
políticas, culturales y legales distintivas que distinguen a los países entre sí. Y así, dado que el 
impulso para este número especial es el aniversario de la investigación de la FCC sobre cómo 
se satisfacen las necesidades críticas de información de las comunidades en la era digital, este 
esfuerzo por exponer los componentes definitorios clave de la política de medios refleja este 
enfoque estadounidense. 
 
Contenido 
Las preocupaciones en materia de políticas relacionadas con el contenido generalmente giran 
en torno a proteger a la ciudadanía de posibles daños asociados con tipos particulares de 
contenido mediático o alentar o incluso exigir la producción de ciertas formas de contenido 



 

considerado socialmente valioso. Las políticas de protección a menudo se han centrado en 
contenidos considerados potencialmente dañinos (particularmente para los niños) o al menos 
potencialmente ofensivos para la sensibilidad del consumidor de medios típico. Así, por 
ejemplo, existe una larga tradición de regulación de contenidos en la radiodifusión que se 
centra principalmente en restringir el lenguaje indecente y la sexualidad (Napoli y Jackson 
2023). La violencia en los medios también ha sido una preocupación de larga data en el ámbito 
de la formulación de políticas de medios (Hamilton, 1998). Los formuladores de políticas han 
estado preocupados durante mucho tiempo por los efectos del contenido violento 
(particularmente en los niños) en una amplia gama de medios, desde los cómics hasta las 
películas, pasando por (quizás de manera más destacada) la televisión y (más recientemente) 
Internet y las redes sociales. 
 
En los últimos años, las preocupaciones sobre el contenido dañino se han centrado en el 
discurso de odio y la desinformación, particularmente en lo que se manifiesta en las redes 
sociales (Napoli y Jackson 2023). Por supuesto, debido a que tales formas de expresión reciben 
una amplia protección de la Primera Enmienda (ver Spicer 2018), surge la pregunta de si los 
esfuerzos del gobierno para restringir el alcance de dicho contenido expanden de manera 
inapropiada los parámetros de la formulación de políticas de medios. En este frente, vale la 
pena recordar el hecho, a menudo olvidado, de que desde hace mucho tiempo existen 
regulaciones que prohíben la difusión intencional de noticias falsas (Timmer 2019). La 
advertencia importante aquí es que estas regulaciones se aplican sólo a las transmisiones de 
radio y televisión por razones que tienen que ver con el estatus de las emisoras como 
licenciatarias del espectro de propiedad pública (es decir, las emisoras como “fideicomisarios 
públicos” [Devins 1993]). No obstante, vale la pena reconocer que se ha sentado un 
precedente en términos de restricciones impuestas por el gobierno a la difusión de 
desinformación por parte de los medios de comunicación, a pesar de la fuerte protección que 
recibe el discurso falso bajo la Primera Enmienda. 
 
Este ejemplo destaca una característica definitoria de la política de medios que será un tema 
recurrente a lo largo de este artículo: que la naturaleza de las políticas y regulaciones que 
potencialmente pueden aplicarse son una función de las características de las tecnologías de 
medios específicas en cuestión. El enfoque estadounidense de la política de medios ha 
consistido en el desarrollo de diferentes marcos políticos y regulatorios para diferentes 
medios, con diferentes grados (y formas) de intervención gubernamental permisibles bajo 
estos diferentes marcos políticos y regulatorios (para una descripción general, ver Napoli y 
Graf 2021). 
 
En cuanto a los requisitos de contenido afirmativos, los formuladores de políticas con 
frecuencia han considerado adecuado exigir a los medios de comunicación que proporcionen 
ciertos tipos de contenido, generalmente considerados para mejorar el desarrollo político, 
intelectual o cultural de la ciudadanía. En Estados Unidos, tales requisitos han disminuido en 
las últimas tres décadas, bajo el supuesto de que el sistema de medios se ha vuelto lo 
suficientemente vasto y competitivo como para que el mercado atienda efectivamente toda la 
gama de necesidades e intereses de la audiencia (Napoli 2001). Dicho esto, persisten los 
requisitos afirmativos relacionados con la programación educativa infantil, al igual que los 
requisitos para que los sistemas de cable y satélite dediquen ciertas cantidades de capacidad 
de canal a proveedores de contenido local, no comercial y educativo. 
 
Quizás la política más agresiva en este frente haya sido la Doctrina de Equidad. La Doctrina de 
Equidad (que, una vez más, se aplicaba sólo a los radiodifusores) exigía que los titulares de 
licencias dedicaran la atención de las transmisiones de noticias a cuestiones controvertidas de 
importancia pública y que lo hicieran de una manera que proporcionara oportunidades 



 

similares para que se expresaran puntos de vista opuestos sobre estas cuestiones (Simmons 
1978). Aunque la FCC eliminó la Doctrina de la Equidad en 1989, ha demostrado ser todo 
menos una reliquia histórica (Pickard 2018). De hecho, tras la insurrección del 6 de enero y el 
reconocimiento de que los insurrectos fueron alimentados en gran parte por noticias e 
información falsas e hiperpartidistas que circulaban en las redes sociales, la Doctrina de la 
Equidad resurgió como un tema de deliberación política (Napoli 2021a). Esta vez, sin embargo, 
la conversación se centró en su aplicabilidad no a las emisoras, sino a las plataformas de redes 
sociales, como medio para evitar otro 6 de enero. Además, muchos formuladores de políticas 
conservadoras se han pronunciado favorablemente sobre la revitalización de la Doctrina de la 
Equidad y su aplicación al ámbito de las redes sociales, como una forma de combatir lo que 
perciben como un sesgo anticonservador en las prácticas de moderación y curación de 
contenidos de las plataformas de redes sociales. (Consejo editorial 2020; Swift 2019). 
Considerar la practicidad y conveniencia de tal esfuerzo está más allá del alcance de este 
artículo; sin embargo, el punto clave aquí es que, a lo largo del tiempo y a través de los medios 
de comunicación, sigue habiendo una continuidad sustancial en las preocupaciones que 
caracterizan la política de los medios. 
 
Un último ejemplo de requisito de contenido afirmativo que es particularmente apropiado 
para el enfoque de este volumen es el requisito de proporcionar noticias e información de 
orientación local. Un principio rector de la política de medios ha sido la noción de localismo 
(Napoli 2001). El localismo en este contexto se refiere al imperativo de garantizar que algún 
componente del sistema de medios se dedique a satisfacer las necesidades e intereses de las 
comunidades locales, de modo que los ciudadanos estén suficientemente bien informados 
sobre los asuntos comunitarios y cívicos para poder participar de manera efectiva en su propio 
gobierno local. 
 
El localismo a menudo se ha buscado a través de medios estructurales (ver más abajo) pero, 
en algunos casos, también ha tomado la forma de requisitos de contenido afirmativos. Así, por 
ejemplo, en el pasado se exigía a las emisoras que dedicaran una cierta proporción de su 
tiempo de emisión a noticias locales y programación informativa. Los sistemas de cable y 
satélite deben dedicar una proporción de su capacidad de canales a la programación local, a 
menudo en forma de canales públicos, educativos y gubernamentales (PEG). Incluso las reglas 
de “permiso de retransmisión/transporte obligatorio” (must carry), que requieren que los 
sistemas de cable transmitan estaciones de transmisión locales, fueron motivadas en parte 
para garantizar que las comunidades continuaran teniendo acceso a las noticias e información 
locales proporcionadas por las emisoras locales (ver Napoli 2012). 
 
Estos ejemplos de los medios tradicionales nos recuerdan que garantizar que las comunidades 
tengan acceso a noticias e información locales ha sido una prioridad de larga data en las 
políticas de medios. Hoy, por supuesto, la crisis económica que enfrenta el periodismo local y 
la consiguiente proliferación de “desiertos informativos” (Abernathy 2022) representan quizás 
el desafío más abrumador hasta ahora para los responsables de las políticas de medios. Entre 
la variedad de soluciones que se están considerando para este problema, quizás la única que 
encaje dentro del marco de los requisitos de contenido afirmativo sería la legislación 
propuesta (inspirada en acciones ya tomadas en Australia) para exigir que las grandes 
plataformas digitales negocien compensaciones a los medios de prensa como una forma de 
garantizar un apoyo económico continuo para la producción del periodismo (Ley de 
Preservación y Competencia del Periodismo de 2022). Esta política es, en muchos sentidos, 
análoga a las reglas de consentimiento/transmisión obligatoria de retransmisión que se han 
aplicado a los sistemas de cable y satélite. Sólo que ahora son las plataformas de redes 
sociales, en lugar de los sistemas de cable, las que deben negociar el transporte de los medios 
de comunicación locales. Sin embargo, uno de los puntos clave del debate con respecto a esta 



 

legislación es que la evidencia del contexto australiano sugiere que a los grandes 
conglomerados de noticias les va mucho mejor en estas negociaciones que a las fuentes de 
noticias locales más pequeñas e independientes, un resultado que plantea dudas sobre la 
efectividad de la legislación. Este enfoque político contribuye a la viabilidad continua del 
periodismo local (Royal y Napoli 2022). 
 
 
Estructura 
Las preocupaciones de política estructural se centran principalmente en cuestiones 
relacionadas con los patrones de propiedad y la estructura de los sistemas de medios. Los 
formuladores de políticas han abordado la regulación de la propiedad y la estructura de los 
medios de comunicación como un mecanismo primario para preservar y promover los diversos 
principios normativos que residen en el núcleo de la política de medios. Por lo tanto, 
diversificar la propiedad de los medios de comunicación y restringir la propiedad extranjera se 
han considerado medios importantes para mantener un mercado de ideas sólido y pluralista 
en el que puedan prosperar los principios de libertad de expresión y un sistema de medios que 
sirva mejor al interés público. 
 
La política de propiedad ha sido polémica durante mucho tiempo, quizás debido a la medida 
en que la cuestión abarca los terrenos económico y sociopolítico de la política de medios. Es 
decir, la política de propiedad involucra directamente preocupaciones de política económica 
tradicional, como la competencia y la eficiencia. Estas políticas impactan tanto las condiciones 
competitivas en los mercados de medios como el grado en que los propietarios de los medios 
pueden aprovechar las economías de escala asociadas con la propiedad de un mayor número 
de medios de comunicación. La política de propiedad también involucra directamente 
preocupaciones de política sociopolítica relacionadas con la diversidad de fuentes de 
información disponibles para la ciudadanía; el grado en que los medios de comunicación son 
de propiedad y orientación local; y, quizás lo más importante, el grado en que las 
oportunidades de expresión asociadas con la propiedad de los medios de comunicación están 
ampliamente distribuidas o restringidas. 
 
Esta dualidad en relación con la propiedad de los medios se refleja en el hecho de que, cuando 
se trata de fusiones y adquisiciones que involucran a empresas de medios, el Departamento de 
Justicia o la Comisión Federal de Comercio no sólo participan en una revisión de fusiones, que 
se centra estrictamente en la efectos de una fusión propuesta sobre la competencia, pero la 
FCC también realiza su propia revisión independiente para determinar si la fusión es de interés 
público (Sallet 2014). Es a través de esta capa de revisión del interés público que se toman en 
consideración las preocupaciones no económicas, como el impacto potencial de la fusión en la 
diversidad de puntos de vista o el localismo. 
 
Las regulaciones de propiedad de los medios estadounidenses se han aplicado principalmente 
a la propiedad de medios de transmisión (que involucran límites de propiedad tanto 
nacionales como locales), así como a la propiedad cruzada de periódicos y transmisiones a 
nivel del mercado local (Scherer 2021). Desde la década de 1980, la tendencia general ha sido 
la de una relajación o eliminación gradual de la mayoría de estas regulaciones de propiedad, 
aunque algunas persisten (Scherer 2021). Es importante señalar que la historia de la política de 
propiedad de los medios en Estados Unidos ha incluido no sólo esfuerzos para restringir el 
tamaño y el alcance de las empresas de medios individuales sino también para mejorar la 
diversidad racial y de género de los propietarios de los medios de comunicación, aunque 
muchos de estos esfuerzos para mejorar la diversidad también se han reducido o eliminado a 
lo largo de los años (Scherer 2021). 
 



 

El punto focal de las preocupaciones relacionadas con la propiedad de los medios ha cambiado 
dramáticamente en los últimos años. Las preocupaciones tradicionales de los formuladores de 
políticas sobre la concentración de la propiedad en los sectores de radiodifusión y periódicos 
han disminuido a medida que ha disminuido el alcance de la audiencia de estos medios de 
comunicación. El punto focal ahora, por supuesto, son las grandes empresas de plataformas 
digitales como Meta (Facebook/ Instagram/ WhatsApp), Alphabet (Google/ YouTube) y 
ByteDance (TikTok), que atraen acumulaciones sin precedentes de atención de la audiencia y 
de dólares en publicidad (Yglesias 2019), incluso en un entorno mediático que 
presumiblemente se ha vuelto más fragmentado y más competitivo. 
 
Al igual que ocurre con la política tradicional de propiedad de los medios, las preocupaciones 
que subyacen a la propiedad de las plataformas digitales son tanto económicas como 
sociopolíticas. Desde un punto de vista económico, está bien documentado cómo plataformas 
como Facebook y Google han llegado a dominar el mercado de la publicidad digital, una 
situación que plantea preocupaciones sobre los monopolios tradicionales (Lebow 2021). Pero 
la enorme influencia que estas plataformas digitales dominantes pueden tener en el mercado 
de ideas también ha sido un motivo de preocupación, con llamados a dividir compañías como 
Meta y Alphabet en algunos casos basados en afirmaciones de que estas compañías están 
utilizando su enorme control/poder para ejercer influencia política y suprimir ciertos puntos 
de vista (p. ej., Chilson y Mattox 2020). 
 
TikTok ofrece un ejemplo interesante, ya que proporciona el contexto más reciente en el que 
han surgido preocupaciones sobre la propiedad extranjera de los medios de comunicación 
(Palmer 2022). TikTok es propiedad de la empresa china ByteDance. Este hecho ha generado 
preocupaciones generalizadas sobre si el gobierno chino podría aprovechar el alcance masivo 
de la plataforma en los EE. UU. y la capacidad asociada de recopilación de datos para obtener 
información confidencial y participar en operaciones de influencia política a gran escala 
(Palmer 2022). Los gobiernos estatales han comenzado a prohibir la aplicación en los 
dispositivos móviles estatales. Se ha presentado en el Senado una legislación para prohibir la 
aplicación (Palmer 2022) y el Congreso ha considerado una prohibición general (Bordelon 
2023). Al mismo tiempo, en un esfuerzo por crear un cortafuegos más significativo entre la 
plataforma y el gobierno chino, la administración Biden ha entablado negociaciones para 
cambiar la estructura de propiedad de TikTok (Hirsch et al. 2022). 
 
Finalmente, otra dimensión estructural importante de la política de medios tiene que ver con 
el modelo económico subyacente de los medios de comunicación. Esto nos lleva al ámbito de 
la financiación gubernamental de los medios. Es bien sabido que, en comparación con otras 
naciones desarrolladas, el compromiso económico de Estados Unidos con los medios de 
servicio público ha sido mínimo (Usher 2011). El sistema de medios estadounidense ha 
operado bajo una estructura en gran medida comercial, y las empresas de medios no 
comerciales que existen dependen principalmente de formas de apoyo como la filantropía y 
las donaciones de la audiencia. 
 
La crisis económica que ha afectado al periodismo local finalmente ha provocado un reexamen 
sobre si debería haber un cambio en el compromiso gubernamental para apoyar al periodismo 
local. Según la mayoría de las versiones, el modelo comercial del periodismo local se ha 
dañado irrevocablemente hasta el punto de que solo una fracción de la infraestructura 
periodística que históricamente ha servido a las comunidades locales puede seguir siendo 
viable (Sullivan 2020). Como resultado, parecería necesaria una reorientación del modelo 
económico del periodismo local, en la que el apoyo público desempeñe un papel 
significativamente más destacado. En este frente, hemos visto la introducción de legislación 
como la Ley de Sostenibilidad del Periodismo Local (2021), que proporciona créditos fiscales 



 

para fomentar las suscripciones a fuentes de noticias locales, a los medios de comunicación 
locales para contratar periodistas y a las pequeñas empresas para anunciarse en medios 
locales de comunicación. También hemos visto a estados individuales dedicar fondos públicos 
para apoyar a las empresas de noticias locales (Carpenter 2022). A medida que el periodismo 
local continúa decayendo, reorientar el modelo de financiación de las fuentes de noticias 
locales puede ser la cuestión de política de medios más apremiante y trascendental del 
momento. 
 
Infraestructura 
La infraestructura, en este caso, se refiere a los mecanismos de transmisión de contenidos 
multimedia. De las tres áreas principales de preocupación política contenidas en esta 
definición de política de medios, la infraestructura es la que refleja, hasta cierto punto, una 
expansión definitoria más allá de los enfoques interpretativos convencionales de la política de 
medios. Las cuestiones de infraestructura suelen asociarse con otros ámbitos de políticas (por 
ejemplo, telecomunicaciones o tecnología). Sin embargo, el entrelazamiento del contenido, la 
estructura y la infraestructura en el funcionamiento del ecosistema de medios e información 
contemporáneos socava la lógica de excluir las preocupaciones de infraestructura de un marco 
general de políticas de medios. Además, como quedará claro más adelante, muchas 
preocupaciones de infraestructura reflejan preocupaciones centrales de política de medios 
relacionadas con el acceso a diversos puntos de vista, el apoyo a las noticias y fuentes de 
información locales y el cultivo de una ciudadanía informada. 
 
En algunos casos, estas infraestructuras han estado históricamente bajo control 
gubernamental, en cuyo caso la asignación del acceso se convierte en una cuestión de política 
fundamental. Así, por ejemplo, la política del espectro ha sido –y sigue siendo– una 
preocupación central en el ámbito de las políticas de medios. Las primeras preocupaciones en 
materia de política del espectro implicaban establecer los componentes clave de un aparato 
regulatorio, así como los mecanismos para la asignación de licencias (por ejemplo, McChesney 
1993). Lo central para estos procesos desde el principio fue garantizar que el acceso a la 
infraestructura estuviera orientado a servir a las necesidades e intereses de las comunidades 
locales y, más tarde, que las decisiones de acceso buscaron diversificar a quienes se les 
concedió acceso (Napoli 2001). 
 
En los últimos años, la naturaleza de las preocupaciones en materia de políticas del espectro 
ha cambiado drásticamente, lo que refleja la mayor flexibilidad de los usos del espectro 
provocada por el proceso de digitalización, así como un compromiso gubernamental más 
fuerte con la privatización del espectro. Este proceso de privatización se ha convertido en sí 
mismo en una fuente importante de debate político, al igual que las cuestiones relacionadas 
con los usos del espectro con licencia versus sin licencia y con las prioridades de uso del 
espectro que son más eficientes y sirven mejor al interés público. 
 
En otros casos, las autoridades han considerado oportuno instituir políticas para estimular la 
difusión de determinadas infraestructuras. Durante las últimas tres décadas, se ha dedicado 
considerable atención a la cuestión de la infraestructura de banda ancha y a los posibles 
mecanismos para acelerar su desarrollo y, quizás lo más importante, su alcance (y 
accesibilidad) a sectores de la ciudadanía que enfrentan barreras significativas para acceder 
(Kruger y Gilroy 2019). Estas preocupaciones reflejan una larga tradición política de 
preocupación por el acceso generalizado a elementos clave de la infraestructura de la 
información, ya sea en términos de políticas de servicio universal para el servicio telefónico o 
de acceso a Internet o la asignación de licencias de transmisión incluso a las comunidades más 
pequeñas (ver Nápoles 2001). En los últimos años, el gobierno federal ha desempeñado un 
papel cada vez más activo en la provisión de fondos a los estados para facilitar el despliegue y 



 

la adopción de servicios de Internet de alta velocidad (ver, por ejemplo, Administración 
Nacional de Información y Telecomunicaciones 2022a, 2022b). Los motivadores clave para 
estos esfuerzos incluyen asegurar que las personas tengan el acceso necesario a noticias e 
información para poder participar efectivamente en la vida económica y política. 
 
La viabilidad continua de las noticias e información locales, que fue el núcleo del 
procedimiento de la FCC sobre el futuro de los medios (Waldman y Working Group on the 
Information Needs of Communities 2011) y que ha demostrado ser central tanto para el 
contenido como para las dimensiones estructurales de la política de medios (ver arriba), 
también se ha caracterizado recientemente como una cuestión de infraestructura. Una 
iniciativa distintiva de la administración Biden poco después de asumir el cargo fue la 
aprobación de un proyecto de ley de infraestructura (Casa Blanca, sin fecha) cuyo objetivo era 
realizar mejoras muy necesarias en varios aspectos de la infraestructura estadounidense, crear 
empleos y ayudar al país a recuperarse de los efectos económicos de la pandemia de COVID-
19. 
 
A medida que el proyecto de ley avanzaba en el Congreso, generó un importante debate sobre 
lo que constituye infraestructura (Tankersley y Smialek 2021). En un esfuerzo por incluir en el 
proyecto de ley de infraestructura la financiación tan necesaria para el periodismo local, varios 
formuladores y defensores de políticas alentaron al Congreso a considerar los medios de 
comunicación locales como un componente vital de la “infraestructura cívica” de Estados 
Unidos (Rebuild Local News Coalition 2021). Al defender la consideración del periodismo local 
como infraestructura cívica, el estudioso de políticas de medios Victor Pickard (2021) tomó 
prestado el lenguaje del procedimiento Future of Media de la FCC (Waldman y el Grupo de 
Trabajo sobre las Necesidades de Información de las Comunidades 2011) y el informe de la 
Comisión Knight (Comisión Knight) sobre las necesidades de información de las comunidades 
en una democracia 2009) que inspiró el procedimiento de la FCC: 
"Las noticias locales satisfacen nuestras necesidades críticas de información, particularmente 
en relación con temas vitales como las vacunas, las elecciones y la seguridad pública". 
 
En última instancia, el apoyo al periodismo local no se incluyó en el proyecto de ley de 
infraestructura, pero la ampliación del significado de infraestructura que fue parte de las 
deliberaciones en torno al proyecto de ley resalta cómo las preocupaciones sobre si las 
necesidades de información de las comunidades se están satisfaciendo efectivamente se 
encuentran en la intersección. de los tres puntos focales de preocupación que caracterizan la 
política de medios. 
 
Conclusión 
Este artículo ha tratado de exponer los parámetros de la política de medios e ilustrar cómo los 
cambios tecnológicos han hecho que estos parámetros sean un territorio un tanto disputado. 
Es cierto que los parámetros de la política de medios aquí expuestos son algo más amplios de 
lo que se acepta convencionalmente. Sin embargo, esta noción más amplia es en muchos 
sentidos una respuesta a la conceptualización problemáticamente estrecha de la política de 
medios que ha caracterizado las últimas tres décadas, en las que cada nueva tecnología, o 
paso evolutivo en las tecnologías existentes, fue interpretado principalmente como un paso 
más hacia la irrelevancia de principios o preocupaciones particulares de la política de medios. 
Mientras somos testigos de que estos nuevos componentes de nuestro ecosistema de medios 
e información contribuyen a muchos de los problemas exactos (propaganda, desinformación, 
discurso de odio, monopolización) que motivaron la creación de un marco de políticas de 
medios en primer lugar (por ejemplo, McChesney 1993), Es de esperar que también podamos 
reconocer que un enfoque más amplio e inclusivo para definir los parámetros de la política de 



 

medios es esencial para garantizar que se satisfagan las necesidades críticas de información de 
los estadounidenses. 
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